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9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación, la
Evaluación y el Gobierno de los Centros docentes.

En virtud del mismo artículo 35 de la Ley 8/1985,
otros poderes públicos podrán crear Consejos Escolares
para su propio ámbito territorial en el ejercicio de sus
respectivas competencias.

En todos los Consejos Escolares se garantizará la ade-
cuada participación de los sectores afectados, teniendo
en cuenta el correspondiente nivel competencial.

Disposición transitoria única.

Transcurridos dos años desde la constitución del Con-
sejo Escolar de Castilla y León, se procederá a renovar
la mitad de los Consejeros, por grupos, y mediante un
procedimiento de sorteo.

Disposición final primera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León, a dictar
las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecu-
ción de lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Por lo tanto, mando a todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley la cumplan, y a todos
los Tribunales y Autoridades que corresponda que la
hagan cumplir.

Valladolid, 17 de marzo de 1999.

JUAN JOSÉ LUCAS JIMÉNEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León» número 59, de 29
de marzo de 1999)

12598 LEY 4/1999, de 17 de marzo, de Investiga-
ción y Ciencia de Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo
16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El avance del conocimiento a través del fomento y
desarrollo de la investigación científica constituye hoy
en día una de las claves del progreso económico y cul-
tural de las sociedades modernas. Sin embargo, el fomen-
to de la investigación debe hacerse de una forma coor-
dinada a fin de lograr un mayor impacto y una más
adecuada difusión de los resultados de la investigación
en los sectores productivos. No obstante, el conocimien-
to y la investigación debieran no sólo servir para lograr
un mayor crecimiento económico sino también para
alcanzar un mayor nivel de desarrollo. Es decir, la asig-
nación de recursos a la actividad investigadora debe rea-
lizarse en último término con un objetivo de mejora de
la calidad de vida y del bienestar social.

Desde este punto de vista, Castilla y León se ha pro-
puesto desde las instancias públicas promover el
desarrollo de la ciencia y la investigación en beneficio
del interés general y en este sentido, realizar un esfuerzo
de planificación, coordinación y concentración de los

recursos en torno a objetivos definidos, comunes y con-
sensuados.

Castilla y León presenta un elevado potencial de
desarrollo de la investigación básica y aplicada en torno
a sus Universidades y Centros de Investigación. Este tipo
de actividades discurre a veces sin la debida conexión
con las demandas sociales tanto en el tiempo como en
el espacio, por lo que es preciso apoyar, orientar y dirigir
la investigación con el fin de lograr un mayor aprove-
chamiento de las ventajas que pueden ofrecer la apli-
cación y utilización de los nuevos conocimientos alcan-
zados al amparo de los resultados de la investigación.

Por estos motivos, es necesario precisar el marco
jurídico de regulación y coordinación de las actividades
científico-investigadoras de la Comunidad Autónoma a
través de la Ley de Investigación y Ciencia de Castilla
y León. Por medio de dicha Ley se orientarán los recursos
de la Comunidad de Castilla y León hacia su progreso
y se articularán las relaciones de investigación dentro
del sistema general de Ciencia e Investigación de Castilla
y León, contribuyendo a consolidar su capacidad inves-
tigadora.

No puede tampoco olvidarse, que la Comunidad Autó-
noma ya reguló importantes aspectos relativos al
desarrollo tecnológico con el objetivo fundamental de
propiciar un proceso de mejora en la capacidad técnica
y organizativa del sistema productivo de Castilla y León,
creando mediante la Ley 5/1992, de 18 de diciembre,
la Red de Centros Tecnológicos Asociados en Castilla
y León. Otro de los fines primordiales de esta norma
era conseguir la adecuada coordinación entre los recur-
sos para el fomento de la investigación y el desarrollo
tecnológico de la Comunidad Autónoma.

Por ello, la presente Ley trata de profundizar en este
proceso intentando para ello estructurar y consolidar el
sistema científico e investigador, dado que se trata de
un sector en constante evolución.

La Constitución Española, en su artículo 149.1.15
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el
fomento y la coordinación general de la investigación
científica y técnica. En su cumplimiento se promulgó
la Ley 13/1986, de 14 de abril, de fomento y coor-
dinación general de la investigación científica y técnica.
Esta Ley establece los instrumentos necesarios para defi-
nir las líneas prioritarias de actuación en materia de inves-
tigación científica y técnica, programar los recursos y
coordinar las actuaciones entre los sectores productivos,
los centros de investigación y las universidades. Estos
son los grandes principios que aparecen recogidos en
dicha Ley como garantía de una política científica inte-
gral, coherente y rigurosa.

Asimismo, es necesario destacar cómo la citada Ley
crea el Consejo General de la Ciencia y la Tecnología
como organismo de coordinación desde la Administra-
ción General del Estado y, junto al mandato constitu-
cional del artículo 44.2 que establece que los poderes
públicos deberán promover la ciencia y la investigación
científica y técnica en beneficio del interés general, cons-
tituye el marco legal de referencia para el fomento de
la investigación en las Comunidades Autónomas.

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, en su
artículo 26.1.16 atribuye a la Comunidad Autónoma
competencia exclusiva en materia de fomento de la cul-
tura y de la investigación, sin perjuicio de lo dispuesto
en los artículos 149.1.15 y 149.2 de la Constitución,
con especial atención de las distintas modalidades cul-
turales de la Comunidad y a sus intereses y necesidades.

Por tanto, corresponde a la Comunidad Autónoma
de Castilla y León complementar y completar las actua-
ciones de la Administración General del Estado, así como
la coordinación con las actuaciones que, en promoción
de la ciencia y la investigación, realiza la Unión Europea.
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En esta línea de actuaciones se inscribe la presente
Ley, cuyo objeto es promover el desarrollo de la Ciencia
y la Investigación en beneficio del interés general, dando
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 26.1.16 del
Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

Esta Ley constituye el marco de coordinación de las
actuaciones investigadoras de carácter básico y aplicado
financiadas tanto por la Junta de Castilla y León como
por cualquier entidad que participe en los programas.
Se trata de impulsar la ciencia y regular el fomento de
la investigación científica con criterios de eficacia y efi-
ciencia, así como articular dicha actividad en el sistema
general de Ciencia e Investigación de la Comunidad
Autónoma.

La Ley de Investigación y Ciencia de Castilla y León
se desarrollará a través del correspondiente Plan de
Investigación y Ciencia cuyos objetivos serán la promo-
ción de la investigación científica básica y aplicada, la
formación de los recursos humanos como base del impul-
so al progreso científico de la sociedad y la mejora de
la competitividad de los grupos de investigación que
actúan en Castilla y León.

En este marco, la Ley encomienda a la Comisión Inter-
departamental de Ciencia e Investigación labores de pla-
nificación, coordinación y evaluación de las políticas de
Ciencia e Investigación de Castilla y León, en general,
y del Plan de Investigación y Ciencia de Castilla y León,
en particular.

La Comisión Asesora de Investigación y Ciencia actua-
rá como órgano consultivo de la Junta de Castilla y León
a través de la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación, asumiendo, además, las funciones asig-
nadas a la Comisión Asesora de Investigación y Desarro-
llo Científico y Técnico de Castilla y León, creada por
Decreto 128/1992 de 9 de julio, por el que se regula
el Apoyo y Fomento de la Investigación en Castilla y
León.

Por último, la responsabilidad de la ejecución y ges-
tión del Plan de Investigación y Ciencia corresponde a
las distintas Consejerías de la Junta de Castilla y León
en el ámbito de sus respectivas competencias.

CAPÍTULO I

Objeto y fines

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley, que constituye el marco de coor-
dinación de las actuaciones investigadoras de carácter
básico y aplicado financiadas por la Comunidad de Cas-
tilla y León, trata de impulsar la ciencia y regular el fomen-
to de la investigación científica con criterios de eficacia
y eficiencia, articulando dicha actividad en un sistema
general de ciencia e investigación de la Comunidad
Autónoma.

Artículo 2. Fines.

Los fines de la presente Ley son los siguientes:

a) Estructurar y consolidar el sistema científico e
investigador de Castilla y León.

b) Promover la formación de recursos humanos
competitivos nacional e internacionalmente en el ámbito
científico y tecnológico y ayudar a la formación de nue-
vos científicos e investigadores en Castilla y León.

c) Estimular la cooperación en el campo de la cien-
cia y la investigación entre la comunidad científica y
los diferentes agentes sociales y económicos implicados.

d) Apoyar y promover iniciativas dirigidas a incre-
mentar la presencia de Castilla y León en programas
nacionales e internacionales.

e) Realizar una evaluación continua y el seguimiento
de la actividad científico investigadora de la Comunidad
Autónoma, fomentando su difusión y el aprovechamien-
to de los resultados.

f) Fomentar, planificar y coordinar la investigación
científica y técnica tanto en su vertiente básica como
en la aplicada a través de programaciones plurianuales
que den lugar al establecimiento de prioridades estra-
tégicas de interés general para la Comunidad, permi-
tiendo un mayor aprovechamiento de los recursos exis-
tentes.

g) Coordinar, desarrollar y complementar las actua-
ciones en materia de ciencia e investigación con las direc-
trices y propuestas de actuación resultantes de la apli-
cación de las políticas tecnológicas y de fomento de
la competitividad diseñadas por la Junta de Castilla y
León.

h) Coordinar las actividades, programas y proyectos
en los que participen las distintas Consejerías de la Junta
de Castilla y León en este ámbito, así como con los
objetivos y programas del Plan Nacional de Investigación
Científica y Desarrollo Tecnológico, con las Universida-
des, con los centros públicos y privados de investigación,
y con todas aquellas instituciones o entidades nacionales
e internacionales, implicadas en materia de la ciencia
y la investigación.

i) Crear órganos adecuados de asesoramiento,
seguimiento, evaluación y establecimiento de priorida-
des en materia de ciencia e investigación.

j) Apoyar a la red de infraestructura científica y tec-
nológica de la Comunidad como mecanismo para apro-
vechar el potencial existente y armonizar el funciona-
miento de los Centros, Laboratorios, etc. vinculados a
la Junta de Castilla y León de acuerdo con las exigencias
científicas e innovadoras que emanen del propio Plan
de Investigación y Ciencia.

CAPÍTULO II

Del Plan de Investigación y Ciencia de Castilla y León

Artículo 3. Plan de Investigación y Ciencia.

1. Con el fin de impulsar y coordinar la Ciencia y
la Investigación en el ámbito de la Comunidad de Castilla
y León, se establece el Plan de Investigación y Ciencia
de Castilla y León, que se regirá por la presente Ley.

2. El Plan de Investigación y Ciencia de Castilla y
León se aprobará por Decreto de la Junta de Castilla
y León.

Artículo 4. Contenido general.

1. El Plan comprenderá el conjunto de programas
y proyectos específicos, de acuerdo con las disposiciones
establecidas por la presente Ley y sus normas de desarro-
llo.

2. Los programas, que serán de carácter horizontal,
tendrán por objeto buscar la interrelación de toda la
política científica y tecnológica de la Administración de
la Comunidad para atender los proyectos específicos.

3. Los proyectos específicos atenderán las necesi-
dades de carácter cultural, social y económico que la
Comunidad Autónoma presente en materia de ciencia,
investigación y desarrollo.

4. En la elaboración y preparación del Plan de Inves-
tigación y Ciencia de Castilla y León se tendrán en cuenta:

a) Las necesidades del tejido productivo e industrial
de Castilla y León.
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b) Los recursos materiales y humanos disponibles.
c) Las previsiones presupuestarias.
d) La aptitud para la adquisición de una capacidad

científica e investigadora propia y la conveniencia de
incorporar tecnologías externas.

e) Las posibles repercusiones que en un futuro
podría traer consigo el Plan en cuanto a la apertura de
áreas de investigación y a la explotación de nuevos cono-
cimientos científicos.

f) Las circunstancias sociales y su capacidad de
adaptación a los cambios que se vayan a introducir.

g) La coordinación con los sucesivos Planes Nacio-
nales, con los sucesivos Planes Marco Europeos y, en
su caso, con los de ésta y los de otras Comunidades
Autónomas.

Artículo 5. Contenidos específicos.

El Plan de Investigación y Ciencia contemplará como
mecanismos operativos mínimos los siguientes progra-
mas:

a) Programa de soporte a la investigación:

Desarrollo de infraestructuras y equipamientos cien-
tíficos y tecnológicos.

Establecimiento de programas de investigación bási-
ca y aplicada, tanto individuales como coordinados.

Promoción de redes temáticas de investigadores y
tecnólogos.

b) Programa de formación de recursos humanos:

Adopción de medidas para la formación y especia-
lización de investigadores y tecnólogos.

Movilidad de tecnólogos e investigadores.
Integración y recuperación de científicos.
Incorporación de especialistas e investigadores a la

red de infraestructura científica y tecnológica.

Artículo 6. Procedimiento de elaboración y aprobación.

1. Las Consejerías de la Junta de Castilla y León
elaborarán, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, los proyectos específicos a que se refiere el ar-
tículo 4.3 de la presente Ley. Dichos proyectos serán
aprobados por Orden de la Consejería competente oída
la Comisión Interdepartamental de Ciencia e Investiga-
ción.

2. Los programas a los que se refiere el artículo 4.2
de la presente Ley serán elaborados por la Consejería
de Educación y Cultura y aprobados por Orden de la
misma oída la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación.

3. Los proyectos específicos y los programas podrán
tener carácter complementario con respecto a los obje-
tivos nacionales europeos en materia de investigación
y desarrollo.

4. Una vez aprobados los distintos proyectos espe-
cíficos, la Dirección General de Universidades e Inves-
tigación de la Consejería de Educación y Cultura, ela-
borará el proyecto del Plan de Investigación y Ciencia
en el que se incluirán los programas y los proyectos
aprobados, y se tendrán en cuenta los criterios esta-
blecidos en el artículo 4.3 de la presente Ley.

5. El proyecto del Plan de Investigación y Ciencia
se remitirá a la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación para su aprobación provisional, de acuer-
do con lo establecido en el artículo 11.c) de esta Ley.
Una vez aprobado el proyecto será elevado por el titular
de la Consejería de Educación y Cultura a la Junta de
Castilla y León para su aprobación definitiva.

Artículo 7. Período de vigencia.

1. El plan tendrá una duración de cuatro años e
incluirá una previsión anual de las dotaciones econó-
micas por programas y por áreas temáticas.

2. Anualmente la Comisión Interdepartamental de
Ciencia e Investigación realizará una revisión del plan
a modo de seguimiento, evaluación y mejora cuyas con-
clusiones habrán de ser incorporadas de manera con-
tinua a los programas y proyectos específicos del Plan
de Investigación y Ciencia. De la revisión del plan se
dará cuenta a la Junta de Castilla y León.

Artículo 8. Financiación.

La financiación del Plan de Investigación y Ciencia
de Castilla y León se realizará tanto con cargo a los
presupuestos de la Comunidad Autónoma de Castilla
y León como de las contribuciones adicionales prove-
nientes del Estado, de la Unión Europea y, en su caso,
de otras entidades públicas o privadas que participen
en su desarrollo.

CAPÍTULO III

De la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación de Castilla y León

Artículo 9. Comisión Interdepartamental de Ciencia e
Investigación.

Se crea la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación como órgano de planificación y coor-
dinación de la política de investigación y ciencia de la
Comunidad Autónoma, adscrito a la Consejería de Edu-
cación y Cultura.

Artículo 10. Miembros de la Comisión Interdeparta-
mental de Ciencia e Investigación.

1. La Comisión Interdepartamental de Ciencia e
Investigación estará integrada por el titular de la Con-
sejería de Educación y Cultura, que la presidirá, por los
Secretarios Generales de cada una de las Consejerías
y el Director general de Universidades e Investigación
que actuará como Secretario.

2. La Comisión Interdepartamental de Ciencia e
Investigación podrá acordar la constitución de Ponencias
Técnicas para el estudio de temas específicos así como
para la preparación de las decisiones que hubieran de
adoptarse en la Comisión.

Artículo 11. Funciones de la Comisión Interdeparta-
mental de Ciencia e Investigación.

Son funciones de la Comisión Interdepartamental de
Ciencia e Investigación de Castilla y León las siguientes:

a) Establecer los objetivos fundamentales en mate-
ria de ciencia e investigación, de acuerdo con las direc-
trices de la Junta de Castilla y León, y apoyar e impulsar
la ciencia y la investigación científica y técnica, coor-
dinando las actividades y proyectos de las diferentes
Consejerías en este ámbito.

b) Definir el Área o Áreas prioritarias de cada plan.
c) Aprobar inicialmente el Plan de Investigación y

Ciencia y la propuesta de las dotaciones presupuestarias
correspondientes.

d) Evaluar y realizar el seguimiento anual de las acti-
vidades que en materia de Ciencia e Investigación se
pongan en marcha en Castilla y León, y de la propia
implantación del Plan de Investigación y Ciencia.



BOE núm. 134 Sábado 5 junio 1999 21627

e) Valorar las propuestas de proyectos específicos
y programas antes de su aprobación por parte de la
Consejería competente.

f) Realizar el seguimiento, evaluación e incorpora-
ción de los criterios de gestión, ejecución y selección
de los programas planteados en el Plan de Investigación
y Ciencia.

g) Informar con carácter previo a su aprobación
todas las convocatorias de apoyo y fomento a la inves-
tigación que sean total o parcialmente financiadas por
la Junta de Castilla y León.

h) Articular las relaciones a nivel interregional,
nacional e internacional, en materia de ciencia e inves-
tigación.

CAPÍTULO IV

De la Comisión Asesora de Investigación y Ciencia
de Castilla y León

Artículo 12. La Comisión Asesora de Investigación y
Ciencia.

1. Se crea la Comisión Asesora de Investigación y
Ciencia como órgano consultivo de la Junta de Castilla
y León y de la Comisión Interdepartamental de Ciencia
e Investigación.

2. Su composición se regulará reglamentariamente,
garantizando la presencia de los agentes económicos
y sociales a través de las organizaciones más represen-
tativas en nuestra Comunidad, así como la representa-
ción de sectores productivos.

Artículo 13. Funciones de la Comisión Asesora de
Investigación y Ciencia.

1. Serán funciones de la Comisión Asesora de Inves-
tigación y Ciencia de Castilla y León:

a) Asesorar a la Junta de Castilla y León y a la Comi-
sión Interdepartamental de Ciencia e Investigación de
Castilla y León en materia de Ciencia e Investigación,
y emitir cuantos informes sean solicitados por la Junta
de Castilla y León y por la Comisión Interdepartamental
de Ciencia e Investigación.

b) Proponer a las Consejerías cuantas iniciativas se
estimen oportunas para el apoyo del Plan Regional de
Ciencia e Investigación.

c) Conocer todas las convocatorias de apoyo y
fomento a la investigación que sean financiadas total
o parcialmente por la Junta de Castilla y León, así como
su normativa.

Una Subcomisión, presidida por el Director General
de Universidades e Investigación e integrada por los
Vicerrectores de Investigación de las Universidades de
Castilla y León, un representante del Consejo Superior
de Investigaciones Científicas y los expertos que se desig-
nen, y en la que actuará como secretario el de la Comi-
sión Asesora de Investigación y Ciencia, elevará su dic-
tamen a la Comisión Interdepartamental de Ciencia e
Investigación para, previo análisis de la oportunidad,
establecer la propuesta definitiva de las convocatorias.

2. La Comisión Asesora de Investigación y Ciencia
podrá recabar la colaboración de cuantas personas, enti-
dades y organismos considere pertinente, en particular
de la Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva. La
Consejería de Educación y Cultura designará expertos
de entre personas de reconocido prestigio de entre los
ámbitos correspondientes. Tales designaciones podrán
ser de carácter anual o cuatrienal, en ambos casos reno-
vables por idénticos periodos de tiempo.

CAPÍTULO V

De la gestión e implantación de la política
de investigación y ciencia

Artículo 14. Gestión y ejecución.

Las Consejerías de la Junta de Castilla y León rea-
lizarán, en el marco de la presente Ley, las siguientes
funciones:

a) Ejecución y gestión de los proyectos contenidos
en cada Plan de Investigación y Ciencia de Castilla y
León.

b) Aprobación de programas, proyectos y convoca-
torias en el marco del Plan de Investigación y Ciencia.

c) Gestión, control y seguimiento de los procedi-
mientos administrativos y de aquellos programas y pro-
yectos cuya aprobación les corresponda de acuerdo con
sus competencias.

d) Realización de labores de prospección en el ámbi-
to de la ciencia y la investigación científica y técnica.

e) Mantenimiento de relaciones e intercambio de
información con todas aquellas entidades y administra-
ciones que en el ámbito de la Ciencia y la Investigación
tengan implicaciones sobre Castilla y León.

f) Difusión de información tanto de las tendencias
científicas y tecnológicas como de los programas y pla-
nes de investigación elaborados por la Unión Europea,
por la Administración General del Estado y por la Admi-
nistración de la Comunidad, con objeto de propiciar y
promover la participación de los agentes regionales en
los mismos. Se potenciará igualmente el intercambio de
información con otras Comunidades Autónomas.

g) Recopilación de la información y puesta en cono-
cimiento tanto de la Comisión Interdepartamental de
Ciencia e Investigación como de la Comisión Asesora
de Investigación y Ciencia de Castilla y León, de toda
aquella información que se considere relevante para el
desarrollo de un sistema de ciencia, investigación y tec-
nología estructurado y estable.

Artículo 15. Infraestructura.

La Administración de la Comunidad Autónoma
desarrollará el sistema de Ciencia, Investigación y Tec-
nología con el soporte de, al menos, la siguiente infraes-
tructura:

1. La Red de Centros Tecnológicos Asociados de
Castilla y León constituye un elemento esencial en el
desarrollo Científico y Tecnológico de Castilla y León.

2. Los Centros, Institutos y Departamentos Univer-
sitarios son, al igual que otros centros públicos de inves-
tigación, un soporte de especial incidencia tanto en la
investigación como en la difusión de resultados.

3. La Administración de la Comunidad potenciará
Laboratorios centrados en la prestación de servicios téc-
nicos de homologación, así como otros dedicados espe-
cíficamente a la investigación y desarrollo en el ámbito
de áreas de interés regional específico.

Disposición transitoria única.

La Comisión Asesora de Investigación Científica y Téc-
nica, creada por Decreto 128/1992, de 9 de julio, rea-
lizará las funciones asignadas a la Comisión Asesora de
Investigación y Ciencia contemplada en la presente Ley
hasta el pleno desarrollo de lo dispuesto en el artícu-
lo 12.2 de la misma.
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Disposición derogatoria única.

Queda derogado el Decreto 128/1992 de 9 de julio,
por el que se regula el Apoyo y Fomento de la Inves-
tigación en Castilla y León y cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo establecido en
la presente Ley.

Disposición final primera.

En un plazo no superior a seis meses desde la entrada
en vigor de la Ley, la Junta de Castilla y León regulará
la composición de la Comisión Asesora de Investigación
y Ciencia de acuerdo con lo dispuesto en los artícu-
los 12.2 y 13.1.c) de la Ley.

Disposición final segunda.

En un plazo no superior a seis meses desde su cons-
titución la Comisión Asesora de Investigación y Ciencia
aprobará su reglamento de funcionamiento interno.

Disposición final tercera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación
y desarrollo de la presente Ley.

Disposición final cuarta.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días
de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León».

Por lo tanto, mando a todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley la cumplan, y a todos
los Tribunales y Autoridades que corresponda que la
hagan cumplir.

Valladolid, 17 de marzo de 1999.

JUAN JOSÉ LUCAS JIMÉNEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León» número 59, de 29
de marzo de 1999)

12599 LEY 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de
Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo
16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente ley

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El artículo 26.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla
y León atribuyó a la Comunidad Autónoma la compe-
tencia exclusiva en materia de urbanismo, desarrollando
así la previsión contenida en el artículo 148.1.3 de la
Constitución Española.

Esta asunción estatutaria no supuso una ruptura del
marco jurídico urbanístico, ya que se mantuvo la vigencia
del Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo
y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto
1346/1976, de 9 de abril; norma heredera de la Ley
de 1956, que fue la que, ya entonces, definió los dos

principios que aún rigen el urbanismo español: respeto
de la propiedad privada del suelo, y decisión pública
sobre su destino, a fin de que éste sea conforme con
el interés general. Hoy en día, la validez de tales principios
ha quedado firmemente asentada tanto por su recono-
cimiento en la Constitución, como por su aceptación
unánime en los países con sistemas económicos y polí-
ticos similares a los nuestros.

Dicha base normativa, completada con los reglamen-
tos y otras disposiciones aprobados entre 1978 y 1981,
resultó válida durante los primeros años de ejercicio de
las competencias asumidas. De hecho, casi todos los
Municipios de cierto tamaño abordaron procesos de
ordenación orientados a transformar la ciudad heredada,
con resultados estimables, producto de una afortunada
combinación de oportunidad en el tiempo, calidad y
moderación en su contenido y voluntad política para
su aplicación. Es cierto que el panorama no estaba exen-
to de sombras, como las dificultades en la gestión urba-
nística, la ausencia de planeamiento en gran número
de Municipios y sobre todo el escaso respeto de la nor-
mativa en extensos ámbitos periurbanos y rurales. Pese
a ello, para cuando a fines de la pasada década la Admi-
nistración del Estado planteó una nueva reforma, en Cas-
tilla y León se estaba consolidando una práctica urba-
nística rigurosa y prometedora.

La Ley 8/1990, de 25 de julio, de Reforma del Régi-
men Urbanístico y Valoraciones del Suelo, introdujo
importantes novedades en el marco jurídico del urba-
nismo. Pero aunque afirmaba su intención de atenerse
al orden constitucional de competencias, en la práctica
establecía un nuevo sistema, por cierto singular en el
derecho comparado, que fue entendido en nuestra
Comunidad como vulneración del citado orden compe-
tencial; por ello la Junta de Castilla y León estuvo entre
las instituciones que la impugnaron. Aprobado en 1992
el texto que refundió dicha Ley con el ordenamiento
anterior, fue éste el objeto final de la sentencia del Tri-
bunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, que
anuló la mayor parte de sus preceptos. Recuperó enton-
ces su vigor el texto legal de 1976, pero en ardua coexis-
tencia con los preceptos no anulados de 1992, con una
abundante legislación sectorial posterior a la Constitu-
ción, y con las últimas reformas estatales en la materia:
Real Decreto-ley 5/1996, de 7 de junio, y Ley 7/1997,
de 14 de abril, ambos de medidas liberalizadoras, y Ley
6/1998, de 13 de abril, de Reforma del Régimen del
Suelo y Valoraciones, en la que el Estado ejerce sus
competencias para definir el contenido básico de la pro-
piedad del suelo.

Tal situación implica una llamada al legislador auto-
nómico, tanto para aclarar la notoria complejidad nor-
mativa, como para ejercer su propia competencia urba-
nística, una vez excluida la posibilidad de una legislación
estatal supletoria. A fin de ganar tiempo para la reflexión
y el debate necesarios, las Cortes de Castilla y León
aprobaron la Ley 9/1997, de 13 de octubre, de medidas
transitorias en materia de urbanismo, cuyo limitado pero
importante objeto fue rehabilitar la cobertura legal de
algunos mecanismos de participación pública en las plus-
valías urbanísticas, y la Junta de Castilla y León ha tra-
mitado separadamente el Proyecto de Ley de Ordenación
del Territorio, en el que se regulan los instrumentos de
intervención en ámbitos supramunicipales y se aborda
sin más espera la tan necesaria coordinación de las
actuaciones con incidencia territorial.

II

Suficientemente justificada la conveniencia y opor-
tunidad de esta Ley, su elaboración parte de la expresa
aceptación de los principios del ordenamiento urbanís-


